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INSTRUCCIÓN ADMINISTRATIVA Nº 02- 10
PARA:
TODOS LOS REGISTRADORES DE INSTRUMENTOS 


PÚBLICOS DEL PAÍS
ASUNTO:
RECAUDO DE DERECHOS DE REGISTRO Y OTROS 


VALORES

FECHA:
5  de julio de 2002

De conformidad con el ordinal 8º del artículo 2º del Decreto  2158 de 1992, a la Superintendencia de Notariado y Registro le corresponde la función de establecer “sistemas administrativos para lograr la eficiente atención de los servicios de notariado y registro de instrumentos públicos, procurando su racionalización y modernización”. Con ese propósito, y expresamente autorizado por la ley, este Despacho dictó la Resolución 2255 de 2002, luego de demostrarse la inconveniencia institucional, funcional y económica que implica el manejo de dineros en cualquier Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Este reglamento no altera ninguno de los pasos legalmente establecidos para el proceso de registro; por lo mismo, continúan vigentes las etapas de radicación, calificación, inscripción y constancia, como hasta ahora se ha hecho.

La exigencia del pago en bancos de los derechos de registro o de los valores que causa la expedición de un certificado o de una constancia 
de inscripción, para proceder a prestar el servicio, está en plena concordancia con lo dispuesto en el artículo 18 del Decreto 1428 de 2000. 
El espíritu de esta norma es justamente el de asegurar que cuando se inicie cualquier trámite en las oficinas de Registro, que deban ser retribuidos por el usuario, ya esté asegurada la cancelación de los valores establecidos en la tarifa.
No ha de perderse de vista que dentro de la política de eliminación de trámites y facilitación de las actuaciones de los particulares ante las autoridades administrativas, de la cual el Gobierno Nacional ha sido celoso en promover, se encuentra vigente el artículo 4º del Decreto Ley 2150 de 1995, de superior jerarquía normativa al anteriormente citado, en el cual se dispone que las obligaciones a favor del Estado pueden cancelarse mediante transferencias bancarias, abonos en cuentas e, incluso, mediante utilización de tarjetas de crédito.

Para tales efectos, la Superintendencia propuso convenios a varias entidades financieras del país y en los actuales momentos celebró el primero con el Banco MEGABANCO, cuya red de sucursales del país serán puestas a disposición de los usuarios de los servicios prestados por las Oficinas de Registro, para el cumplimiento del propósito indicado. Los calificadores, por tanto, examinarán con sumo cuidado que el pago realizado en el banco cumpla con los parámetros de la Resolución de Tarifas y proceder como se dispuso en la Resolución 2255 de 2002.
Atentamente,
EUGENIO GIL GIL

Superintendente de Notariado y Registro
RESOLUCIÓN NÚMERO  No. 2255 

De 4 de julio de 2002
Por la cual se establece el  procedimiento para el recaudo de los derechos por concepto de registro y venta de servicios provenientes del ejercicio de la función registral 
EL SUPERINTENDENTE DE NOTARIADO Y REGISTRO

en ejercicio de sus facultades legales y en especial las conferidas en los numerales 1, 3, 16, 24 del artículo 9 del Decreto 2158 de 1992, y 

CONSIDERANDO:

1. Que con la finalidad de garantizar la eficiencia y la eficacia en el servicio registral, se hace necesario modificar el sistema de recaudo de los derechos que por concepto de registro y venta de servicios deben pagar los usuarios de la Superintendencia de Notariado y Registro, a través de las oficinas de Registro de Instrumentos Públicos;

2. Que se hace necesario implementar medidas que mejoren los niveles de seguridad en el manejo de los recursos  que recauda la Superintendencia;
3. Que es menester que la Administración cuente con herramientas modernas que le permitan conocer su situación financiera y a su vez soporten el proceso de toma de decisiones;
RESUELVE:

Artículo 1º.- A partir del 15 de julio de 2002 serán las sucursales, en cualquier ciudad de país, del banco o de las entidades bancarias con las cuales la Superintendencia de Notariado y Registro firme un convenio especial de recaudo, las encargadas de recibir las sumas de dinero que los usuarios de los distintos servicios prestados por  las oficinas de registro de instrumentos públicos deban cancelar. Hasta nueva orden, las últimas sólo recaudarán lo correspondiente a consultas y otros conceptos (copias, etc.).

Artículo 2º.- Los actos que no provengan de notarías, como las providencias judiciales, por ejemplo, serán liquidados en las oficinas de registro, pero el usuario deberá pagar en el banco antes de proceder al trámite del registro.

Artículo 3º.- Cuando se trate de actos o contratos que deban inscribirse, el funcionario encargado de hacer la calificación del documento revisará la liquidación contenida en el comprobante bancario de pago, de manera que verificará el correcto diligenciamiento del mismo y la constancia de consignación de la suma a pagar. En caso de error en la preliquidación notarial, si ésta fue realizada por un notario, hará la corrección inmediatamente de acuerdo con las normas vigentes y seguirá los procedimientos actualmente establecidos. 

En el evento de que la inconsistencia encontrada sea un mayor valor a pagar, el acto o documento se mantendrá en registro temporal y se respetará el mismo turno al usuario, durante el tiempo que establece la norma correspondiente. Si el usuario regresa durante ese período con la prueba de haber pagado la diferencia, se procederá a hacer el registro definitivo del  acto que se hubiese solicitado. 

En caso de que la Oficina de Registro deba hacer alguna devolución, se seguirá el procedimiento con base en las reglas vigentes hasta ahora. La suma que se ordene devolver será pagada en el banco, previa Resolución motivada y soportada, expedida por el respectivo Registrador de  Instrumentos Públicos, a menos que por la cuantía deba proferirla alguna otra autoridad. Las autorizaciones a terceros para recibir el valor devuelto deben ser presentadas personalmente por el beneficiario en notaría o consulado, según el caso.

Artículo 4º.-  Independientemente de donde se deba efectuar el registro del documento, los usuarios podrán cancelar los derechos correspondientes, al igual que el valor del “certificado de libertad y tradición”, en cualquier sucursal de la entidad bancaria autorizada, aun cuando ésta no esté ubicada en la ciudad sede de la Oficina de Registro que deba realizar la inscripción o expedir el certificado. En todo caso, el comprobante de pago debe contener claramente el código de la Oficina de Registro que prestará el servicio.

Artículo 5º.- La presente Resolución rige a partir del 15 de julio de 2002.

Dado en Bogotá, 4 de julio 2002
EUGENIO GIL GIL

Superintendente de Notariado y Registro

